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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2009-00004-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
JORGE HERNÁN ALVAREZ HOYOS
Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES Y A.F.P. SKANDIA
Juzgado de Origen
: 
Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA
Tema                             : 
I. Excepciones de mérito: Las excepciones de mérito que se propongan deben  tener una relación directa con las pretensiones de la demanda; las que no lo tienen, resultan inocuas frente al litigio. 
II. Interés para recurrir: Quien apele debe demostrar un interés real de que la decisión, objeto de apelación, le ocasiona un perjuicio material o moral. 
III. Condena en abstracto: El juez de primera instancia que no cuantifica una condena con una cifra precisa y exacta, pero establece los parámetros claros y precisos para su liquidación,  no profiere una condena en abstracto sino en concreto.
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SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0106

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veinticuatro (24) días del mes de noviembre del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro y quince minutos de la tarde (04:15 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio del Secretario ad-hoc, señor Javier Andrés Roa López. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor JORGE HERNÁN ÁLVAREZ HOYOS en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y la A.F.P. SKANDIA.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 17 de Julio de 2009 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se declare la nulidad del traslado del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a la A.F.P. SKANDIA hecho por el señor Jorge Hernán Álvarez Hoyos y, como consecuencia de ello, se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar la pensión de vejez desde 14 de enero de 2008, fecha en que cumplió los 60 años de edad.

Que se condene a la A.F.P. Skandia a trasladar  todas las sumas que tenga en su poder al ISS.

Finalmente solicita el reconocimiento de los intereses moratorios desde la fecha de causación del derecho y las costas procesales.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial manifiesta que nació el 14 de enero de 1948, por lo tanto es beneficiario del régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993, lo que nos indica que al arribar a los 60 años de edad, entraría a gozar de su pensión conforme a los artículos 33 y 36 de la citada ley.
Que el demandante fue vinculado a la A.F.P. Skandia, sin tener en cuenta que era beneficiario del régimen de transición, por lo tanto dicha entidad y el I.S.S., incurrieron en errores de hecho y de derecho al haber aceptado el ingreso y su retiro, respectivamente.

Que una vez cumplidos los 60 años, peticionó ante el I.S.S. el reconocimiento de su pensión, entidad que una vez verificados los documentos anexados a la misma, solicitó al Ministerio de Relaciones Exteriores confirmación de su historia laboral, siendo confirmada el 28 de enero de 2008 y certificados 11.835 días, esto es, 1.690 semanas.

Que la jefe del Departamento de Pensiones del I.S.S. Seccional Risaralda, envió al Jefe de Devolución de Aportes a nivel nacional, un listado de multivinculados, donde se encontraba el señor Jorge Hernán Álvarez, funcionario que después de reunirse con diferentes AFP, informó que la prestación debía ser resuelta por la AFP Skandia.

Como consecuencia de lo anterior, el I.S.S. devolvió la documentación al actor y éste procedió a solicitar el reconocimiento de su pensión ante la AFP Skandia, sin obtener respuesta hasta la fecha.

Que el traslado efectuado a la AFP Skandia, es inválido según lo dispuesto por la H. Corte Constitucional a través de la Sentencia C-789/2002.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, las entidades demandadas allegaron escritos de contestación en los siguientes términos:

INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES:

Acepta la mayoría de los hechos expuestos en la demanda y manifiesta que los traslados operan por voluntad expresa del afiliado; se opuso a todas las pretensiones formuladas en la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “PRESCRIPCIÓN”, “FALTA DE CAUSA” y “GENÉRICAS”.
AFP SKANDIA:
Respecto de los hechos expuestos en la demanda manifiesta que no son ciertos o que no le constan, por lo que se atiene a lo probado en el decurso del proceso. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, “OBLIGACIÓN A CARGO DE UN TERCERO”, “PRESCRIPCIÓN”, “PAGO Y COMPENSACIÓN” y “BUENA FE” 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que despachó favorablemente las pretensiones del actor, no declaró probadas las excepciones propuestas por las demandadas y las condenó en costas a favor del señor Álvarez Hoyos.  

Para arribar a la anterior determinación, expresó en primer lugar que el demandante es beneficiario tanto por edad como por tiempo de servicios del régimen de transición consagrado en la ley 100 de 1993; que el traslado efectuado el 20 de junio de 2000 del ISS a la AFP Skandia, en principio le hizo perder los beneficios de este régimen, por lo que la pensión de vejez debe reconocérsele bajo los postulados de la Ley 797 de 2003 y a cargo de la AFP Skandia.

No obstante lo anterior, la Corte Constitucional mediante sentencia C-789/02 al declarar la exequibilidad condiciona del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, estableció que si la persona que se traslada de régimen, era beneficiario del régimen de transición por tiempo de servicios, podía retornar al de prima media y recobrar ese beneficio, concepto que fue reiterado por esa Corporación mediante sentencia T-818/07. 

El demandante se trasladó al régimen de ahorro individual en el año 2000, retornando al de prima media en el año 2002 -aunque al parecer de manera no oficial-, lo que le generó un problema de multivinculación, realizando la última cotización válida ante la AFP Skandia, por lo que de conformidad con el Decreto 692 de 1994, es a ésta entidad en principio a la que le corresponde pensionar al demandante.

Sin embargo, al estar incurso en un problema de multivinculación y no haber manifestado su voluntad de seleccionar régimen, según el Decreto 3800 de 2003, se entiende vinculado a la entidad a la que para el 28 de enero de 2004 estuviera cotizando; bajo esas condiciones no hay necesidad de declarar la nulidad de traslado por cuando el mismo era permitido y porque quedó automáticamente vinculado al ISS, lo que implica que sea esta entidad la que debe pensionarlo, restando que la AFP Skandia traslade a esa entidad los saldos que existan en la cuenta individual del actor.

Definido lo anterior, ordenó al ISS verificar cual de las siguientes normas: la ley 100 de 1993 o el Acuerdo 049 de 1990, es más favorable al actor y con base en la escogida, otorgue la pensión desde el 15 de enero de 2008.

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

La apoderada de la AFP Skandia presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que comparte el fondo de la decisión, apartándose de ella exclusivamente en lo relacionado con la omisión de pronunciamiento acerca de las excepciones propuestas en la contestación de la demanda, así mismo, se muestra inconforme con la condena en abstracto que se emitió, solicitando en consecuencia, que se declare probada la excepción que denominó “Obligación a cargo de un tercero”  y se concrete la condena impuesta al ISS.
VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

· ¿El derecho de defensa del demandado, lo faculta para proponer cualquier medio exceptivo así no tenga relación directa con las pretensiones de la demanda?

· ¿Tiene interés para recurrir la parte que no se afecta con la decisión de la sentencia, objeto de apelación? 

· ¿Cuándo el juez de primera instancia no cuantifica una condena por una cifra precisa y exacta, pero establece unos parámetros claros y precisos para su liquidación, viola el artículo 307 del C.P.C., esto es, practica una condena en abstracto?
3. Supuestos fácticos que no están en discusión:
En la sentencia de primera instancia se llegó a conclusiones de importancia que vale la pena retomar, primero, porque fueron fruto del análisis jurídico y probatorio que desplegó la funcionaria A quo, y, segundo, porque no fueron objeto de reproche por parte de los sujetos en contienda, de modo que los siguientes supuestos fácticos se dan por probados, así:

a) Que el actor es beneficiario del régimen de transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, porque a 1° de abril de 1.994 contaba con más de 40 años de edad (nació el 21 de enero de 1.948, folio 12), pero además, tenía para su haber más de 15 años de prestación de servicios.

b) Que perdió los beneficios del régimen de transición cuando se trasladó al régimen de ahorro individual el 20 de junio de 2000 (a la Administradora de Fondo de Pensiones SKANDIA), pero luego recuperó dicha calidad –beneficiario del régimen de transición- cuando retornó nuevamente al régimen de prima media (al ISS) en julio de 2002. 

c) Que por la razón anterior, la A.F.P. SKANDIA está en la obligación de trasladar la totalidad de los saldos que existan en la cuenta individual del actor al Instituto de Seguros Sociales.
d) Que por el número de semanas cotizadas por el actor su pensión puede válidamente regirse por las siguientes normas de transición: la ley 71 de 1988, por cuanto trabajó en el sector público y privado, pudiendo acumular los aportes de uno y otro sector (1.602,83 semanas cotizadas en total), o, por el Acuerdo 049 de 1990 toda vez que registra 1.315,69 semanas cotizadas al ISS, incluyendo en esa cifra el saldo que está obligado a trasladar la A.F.P. SKANDIA. Igualmente, la pensión de vejez puede disciplinarse por el artículo 33 de la ley 100 de 1993, siempre y cuando la liquidación de la mesada pensional resulte  más favorable al demandante. 

Precisamente ante la variedad de opciones que ofrece la cuantificación de la pensión del Sr. ALVAREZ HOYOS, la juez de primer grado consideró inconveniente liquidar la primera mesada y de esa tarea encargó directamente el ISS, con la advertencia de escoger la que más convenga al actor. 

En consecuencia y bajo el contexto fáctico anterior, procede la Sala a analizar los argumentos de la única apelante, que lo fue la A.F.P. SKANDIA S.A., con miras a establecer si se compadece la revocatoria parcial o la modificación de la sentencia en la forma pedida por la recurrente. 
4. De las excepciones de mérito planteadas por la A.F.P. SKANDIA S.A.: 
La censura ataca básicamente dos aspectos de la sentencia de primer grado, estando de acuerdo con el resto, a saber: i)  No haberse declarado probadas las excepciones de mérito que propuso, y, ii) no haberse liquidado en concreto la pensión del demandante. 

Respecto al primer punto, empecemos por decir que efectivamente la A quo declaró no probadas las excepciones propuestas tanto por el ISS como por la A.F.P. SKANDIA bajo el argumento de existir el derecho reclamado en la demanda, no estar prescrito y recaer en cabeza de las dos entidades las obligaciones que más adelante ordenó, sin más explicaciones. 

A pesar de que la apelante está de acuerdo con el reconocimiento de la pensión de vejez y las condenas que se hicieron a favor del demandante, insiste en que se deben declarar probadas las siguientes excepciones:

· Obligación a cargo de un tercero, por cuanto dice la apelante, la pensión de vejez se encuentra a cargo del ISS y no de SKANDIA, como lo declaró la juez de primer grado, razonamiento que resulta errado si se tiene en cuenta que ni el ISS ni SKANDIA acudieron al proceso en calidad de terceros, sino con vocación de demandados, al punto que precisamente para acceder a la pensión de vejez a cargo del ISS, se impuso en cabeza de SKANDIA la obligación de trasladar a esa entidad la totalidad de los saldos de la cuenta individual del Sr. JORGE HERNÁN ALVAREZ HOYOS, pretensión a la cual se opuso SKANDIA en la contestación de la demanda (folio 71). Recuérdese que justamente el litigio giró en torno a establecer si la pensión de vejez se regia por el régimen de prima media, como alegó el demandante, o por el régimen de ahorro individual como sostenía SKANDIA (folio 118), al punto de negarse esta entidad a trasladar los saldos de la cuenta de ahorro individual del actor al ISS. En ese orden de ideas, si una de las pretensiones de la demanda se relacionaba directamente con un constreñimiento a la A.F.P. SKANDIA –traslado de saldos- sin el cual no era posible obtener la pensión de vejez en la forma pedida en la demanda, indudablemente no se puede hablar de obligaciones a cargo de un “tercero” como pretende hacer ver la apelante.  
· Pago y compensación: Pretende la censura que se declare probada una excepción que se basa en hechos futuros, como se deduce de la redacción del escrito de apelación: “Frente a los pagos que por cualquier razón mi representada reconozca o cualquier tercero llegue a reconocer al demandante por concepto de pensiones” (folio 162), argumento que se cae por su propio peso, pues sabido es de todos que el pago y la compensación que se aleguen deben referirse a hechos ocurridos antes de la iniciación de un proceso. El pago que se haga en cumplimiento de la misma sentencia que se ataca, no constituye excepción que de al traste con las pretensiones de la demanda; si acaso, servirá para proponerse en el respectivo proceso ejecutivo. 

· Buena fe: Las excepciones deben tener una relación directa con las pretensiones, de suerte que su comprobación aniquilen los pedimentos de la demanda, lo que no ocurre en este caso, por cuanto ninguna de las pretensiones salió avante por haberse declarado la mala fe de alguna de las demandadas, o, dicho de otra manera, la buena fe que hipotéticamente se hubiere declarado de los sujetos pasivos en esta contienda, no era suficiente para quebrantar el petitum de la demanda. Ciertamente, algunos derechos laborales (verbigracia las sanciones por mora) se afincan en la mala fe del sujeto pasivo, caso en el cual ciertamente resulta básico para la defensa demostrar su buena fe, pero en este caso este medio defensivo resulta anodino frente a las pretensiones de la demanda y por esa potísima razón no está obligado el operador jurídico a declararla.  
5. Interés de la apelante para recurrir la condena in generi:
El otro punto de la apelación se relaciona con la supuesta condena in generi que hizo la juez de primer grado, al abstenerse de liquidar la pensión de vejez del demandante y dejar esa carga en manos del ISS, actuación que se censura por contravenir el artículo 307 del Código de Procedimiento Civil, en virtud de lo cual se solicita a esta Sala que proceda a realizar la respectiva condena en concreto.

A pesar de que en principio tiene razón la apelante sobre la obligación del juez de evitar condenas en abstracto, esta Sala no encuentra un interés real de la A.F.P. SKANDIA S.A. para recurrir este punto del fallo, toda vez que por una parte la orden de reconocimiento, liquidación y pago de la pensión de vejez se dirigió únicamente en contra del Instituto de los Seguros Sociales, y por eso en el cumplimiento de esa orden ni se beneficiará ni se afectará (material o moralmente) el Fondo de Pensiones, razón suficiente para abstenerse la Corporación de analizar los argumentos de la apelación sobre este punto. 

Para mayor claridad del asunto, vale la pena recordar las palabras del Maestro HERNÁN FABIO LÓPEZ BLANCO sobre el interés para recurrir, de cuyo texto se infiere que no se trata de apelar por apelar, sino de lograr por este medio, que el juez de segunda instancia revise aquello que real y directamente afecta al apelante. Dijo el Maestro: 

“… tiene interés para recurrir la persona perjudicada con la providencia, de manera que acoge íntegramente las peticiones de una de las partes, esta carecería de ese interés. Según la acertada expresión de DEVIS ECHANDÍA, no es “un interés teórico en la recta administración de justicia”, sino nacido de un perjuicio, material o moral, “concreto y actual respecto del asunto materia de la providencia”.
 Por consiguiente, si la providencia no ocasiona un perjuicio material o moral a una de las partes habilitadas para recurrir, no tendrá capacidad para interponer el recurso”. 
  
Pero además, analizando la orden proferida por el juez de primer grado donde se advierte al ISS que al momento de liquidar la pensión de vejez escoja la opción que más le favorezca al demandante, no se observa que la decisión contraviene lo consagrado en el artículo 307 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que, la a-quo determinó claramente los parámetros para realizar la respectiva liquidación de la mesada pensional con base en las normas aplicables al demandante, situación que no convierte la condena en abstracta, tal y como lo ha determinado la jurisprudencia nacional
:

“La verificación de si un fallo cumple con la exigencia del artículo 307 del Código de Procedimiento Civil sobre condena en concreto, tiene necesariamente que tener en cuenta lo consagrado en el artículo 491 ibídem en cuanto define que debe entenderse por suma liquidada no sólo la expresada en una cifra numérica precisa sino la que sea liquidable por simple operación aritmética, sin estar sujeta a deducciones indeterminadas.

De suerte que aunque resulta deseable y de la mayor conveniencia que las sentencias laborales condenen por una cifra precisa y exacta, el hecho de que en alguna ocasiones su cuantificación haga necesaria la realización de algunas operaciones matemáticas para efectos de concretarla no es óbice para que se califique la providencia de abstracta e imprecisa, siempre que los parámetros para la liquidación aparezcan claramente determinados e identificados en el fallo respectivo”. (Negrillas para resaltar).
Así las cosas, y sin necesidad de ahondar más en el tema, la Sala confirmará la sentencia de primera instancia. 
A tono con lo discurrido el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
R E S U E L V E:
PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 17 de julio de 2009 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por JORGE HERNÁN ALVAREZ HOYOS contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES y A.F.P. SKANDIA S.A., por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Condenar en costas en esta instancia a la parte apelante a favor de la parte demandante. Liquídense por Secretaría. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
     (Impedido)
JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ 
Secretario Ad-hoc
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